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ABSTRAC 

 

               The main goal of the present study is to analyze the right to data protection 

and also to understand the legal reason to be of the present institution. Furthermore, the 

study is focused on the evolution of data protection itself on the European level and on 

the state level until the actual regulation. Finally, and having underage data protection 

as the main figure, we are going to analyze underages that are exposed when they use 

information services, specifically when they use social networks. 

 

 

RESUMEN 

 

               El objetivo del presente estudio, consiste en analizar el derecho a la protección 

de datos y entender la razón de ser jurídica de la presente institución. También, se centra 

en el desarrollo de la misma tanto a nivel europeo como estatal hasta alcanzar la 

regulación actual. Finalmente, tomando como figura principal la protección de datos de 

los menores, analizaremos los peligros a los que están expuestos cuando llevan a cabo el 

uso de los servicios de la información, y en concreto, de las Redes Sociales. 
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INTRODUCCIÓN: 

En la actualidad, existe una especial protección de la vida privada y los derechos 

inherentes a la personalidad, tales como: El derecho al honor, la intimidad, la propia 

imagen. Es por ello, que resulta inevitable acudir a la institución jurídica de rabiosa 

actualidad como es la protección de datos personales.  

En nuestro ordenamiento jurídico está recogida como un Derecho Fundamental, 

reconocido en el artículo 18.4 CE y cuyo fin último, es garantizar la privacidad e 

intimidad de ciertos aspectos de la vida de los ciudadanos. Dotando a los mismos de 

potestad suficiente para poder disponer sobre sus datos de carácter personal y así 

garantizar el cumplimiento de las estipulaciones que alberga la normativa.  

En España, existen dos grandes normas jurídicas que resultan de aplicación. En 

primer lugar, se encuentra el Reglamento (UE) 2016/279 del Parlamento Europeo y el 

Consejo, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento 

de los datos personales y a la libre circulación de estos datos –RGPD-. En segundo lugar, 

la nueva Ley Orgánica 3/2018 de protección de datos personales y garantía de los 

derechos digitales -LOPD (GDD)-, siendo estos dos textos normativos los que llevan a 

cabo una regulación exhaustiva - aunque no exclusiva- como veremos a lo largo del 

presente estudio. 

Ahora bien, cuando nos centramos en los menores como sujetos de derecho, nos 

encontramos ante una persona que necesita especial protección de sus intereses, esto es 

debido a que prevalece el interés superior del menor. En consecuencia, constituye una 

obligación para cada uno de los ciudadanos procurar el mayor marco de protección hacia 

los niños, con el fin garantizar el cumplimiento de las estipulaciones recogidas en 

numerosos textos normativos y de esta manera procurar el correcto desarrollo de sus 

personalidades, evitando posibles inherencias que puedan afectarles.  

Por lo expuesto, el tratamiento de los datos personales constituye un mecanismo 

de protección hacia los menores, siendo un instrumento esencial para hacer frente a las 

intromisiones ilegítimas que puedan sufrir los más jóvenes por del uso inadecuado o 

ilegítimo de sus datos. Estando cada vez más expuestos debido a la evolución de la 

Sociedad de la Información, que afecta de forma directa a los más jóvenes al ser usuarios 

cada vez más habituales de los servicios de las redes sociales.  



 
5 

 

 

 

 

  

 

Lo que se les dé a los niños, los niños darán a la sociedad.1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 KARL AUGUSTUS MENNIGER 
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2.- FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL TRATAMIENTO DE LOS DATOS 

PERSONALES 

2.1.- Noción Doctrinal  

  La protección de datos de carácter personal es un mecanismo cuyo fin consiste 

en asegurar la información de la esfera más íntima de los ciudadanos - aplicación 

exclusiva a las personas físicas-  y de esta manera, evitar posibles intromisiones 

ilegítimas, -entendidas como todas aquellas conductas que resultan lesivas para el honor, 

identidad y propia imagen - debido a que “si alguien pudiese acceder a todos los datos 

que se encuentran dispersos en la multitud de  ficheros existentes y los juntase sabría de 

nosotros y de nuestra vida privada”2. 

 BENDA establece que el riesgo no radica en la acumulación que se pueda hacer 

sobre los datos personales de alguien sino, en que el titular pierda la capacidad de 

disposición de los mismos y el control de quien los transmite.3 Sin embargo, esta 

afirmación no es del todo cierta, debido a que los peligros que conlleva la posible 

acumulación de datos personales van más lejos que el uso que se les dé, porque existen 

datos tan protegidos que está absolutamente prohibido su almacenamiento salvo 

consentimiento expreso y  por escrito – Art. 7 LOPD (GDD)-. 

Según LÓPEZ DE SÁENZ “la protección de datos se viene definiendo como el 

derecho de toda persona a tener el control sobre el uso de sus datos personales”.4 

Constituyendo esta potestad de control, una herramienta para impedir la intromisión en 

la información que afecte a los derechos fundamentales y libertades públicas de las 

personas. Por otra parte, TRONCOSO REIGADA establece que no podemos entender 

que los datos personales son anecdóticos, sino que, por el contrario, constituyen un 

registro de vida, que reflejan características propias de las personas. El tratamiento 

                                                           
2 CASTILLO VÁZQUEZ, I.: Protección de datos: cuestiones constitucionales y administrativas, El 

derecho a saber y la obligación de callar, Edit. Aranzadi, Pamplona, 2007, pág. 64. 
3 BENDA, E.: “Dignidad humana y derechos de la personalidad”, Manual de derecho Constitucional. 

Presentación de Conrado Hesse. VVAA, 2º Ed., Edit. Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales, Madrid, 

2001, pág.  131. 
4 MARTÍNES LÓPEZ DE SAÉNZ, M.: Revisión del Derecho Fundamental a la protección de Datos de 

carácter personal, Edit. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2018, pág. 14.  
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adecuado de dichos datos, constituye una exigencia derivada de la dignidad de los 

ciudadanos y su libre desarrollo.5  

FROSINI, manifiesta que el derecho aquí tratado recae sobre la personalidad 

moral y dota a su titular de un poder de disposición de los propios datos, pudiendo 

controlar su contenido e impedir su utilización. Es por ello, que se constituye como un 

derecho positivo, ya que favorece el desarrollo de la propia personalidad.6 En su opinión, 

el derecho a la protección de datos recoge también la autodeterminación y en 

consecuencia, no solo ampara el derecho a la intimidad sino también al legitimo control 

en la utilización de su información personal. Así mismo, se pronunció el Tribunal 

Constitucional mediante la STC 254/1993, de 20 de julio, en la que se establecía que el 

derecho a la intimidad iba más allá del simple derecho de defensa ante las posibles 

intromisiones.    

 Atendiendo a la conceptualización de la protección de datos, hemos de aludir a 

que se trata de un Derecho Fundamental de los ciudadanos, con reconocimiento tanto en 

el ámbito del derecho de la Unión Europea - Artículo 8 de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea (CDFUE)-  como en el nacional -Artículo 18.4 de la 

Constitución Española (CE), STC 297/2.000-. La citada institución, según CONDE 

ORTIZ tiene su razón de ser en la evolución progresiva de la sociedad de la información7, 

dando lugar a nuevos desafíos jurídicos y obligando al legislador a regular mecanismos 

de protección y garantías sobre el almacenamiento, tratamiento y difusión de la 

información.  

 

 

 

                                                           
5TRONCOSO REIGADA A.: La protección de datos personales en busca del equilibrio, Edit. Tirant Lo 

Blanch, Valencia, 2010, pág. 32. 
6 FROSINI, V.: Il nuevo diritto del cittadino, en – Nuovi diritti del’etá tecnológica-, a cura di Francesco 
Riccobono, Giuffrè, Ed. Milano, 1991, pág. 77.  
7 CONDE ORTIZ C.: La protección de datos personales. Un derecho autónomo con base a los 

conceptos de intimidad y privacidad. Edit. Dykinson, Madrid, 2005, pág. 13. 
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2.2.2.1 Principios inherentes a la protección de datos: 

Según el artículo 5 del RGPD del 28 de mayo de 2018, los principios inherentes 

al tratamiento de los datos personales se pueden clasificar en seis: 

1.- Principio de Lealtad: Los datos personales deben ser tratados de forma lícita, 

leal y transparente. 

2.- Principio de Finalidad: Los datos personales deben ser recogidos con fines 

determinados, explícitos y lícitos.  

3.- Principio de Minimización: Los datos personales deben ser adecuados, 

pertinentes y limitados a lo necesario en relación con el tratamiento. 

4.- Principio de Exactitud: Los datos deben ser exactos y de ser posible 

actualizados. Deben adoptarse todas las medidas razonables para corregir errores, 

modificar datos que resulten ser inexactos o incompletos y garantizar la certeza 

de la información que es objeto de tratamiento.  

5.- Principio de Limitación del plazo de conservación: No podrán conservarse 

ni mantenerse los datos por más tiempo del necesario para los fines del 

tratamiento. Estableciéndose plazos para la supresión y supervisión periódica.  

6.- Principio de Integridad y Confidencialidad: Los datos personales deben 

tratarse de forma adecuada para preservar la integridad de datos e impedir el 

acceso o uso no autorizado. A su vez, todas las personas que intervengan en el 

tratamiento de los datos están sujetas a la confidencialidad de manera indefinida.  

Además de los principios anteriormente mencionados, en el artículo 6 del citado 

Reglamento que recoge un último principio de gran importancia.  

7.- Principio de Licitud o Legitimación de Tratamiento: Para que el tratamiento 

de los datos sea lícito, es necesario que se de alguna de las bases de legitimación 

establecidas en el citado artículo del RGPD, tales como:  

1. Que el interesado preste su consentimiento para el tratamiento de sus datos 

personales para uno o varios fines específicos.  
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2. Cuando el tratamiento sea necesario para la ejecución de un contrato en el que 

el interesado es parte.  

3. En el supuesto en el que el tratamiento sea necesario para el cumplimiento de 

una obligación legal aplicable al responsable del tratamiento.  

4. En el caso que sea necesario para proteger los intereses vitales del interesado u 

otra persona física.  

5. Cuando el tratamiento sea necesario para el cumplimiento de una misión de 

interés público.  

6. El tratamiento sea necesario para satisfacer los intereses legítimos perseguidos 

por responsable del tratamiento o un tercero, siempre que no prevalezcan o intereses o 

derechos fundamentales del interesado que solicite protección de datos, especialmente en 

el supuesto de que se tratase de un niño.  

Para finalizar, una vez que hemos establecido cuales son los principios que 

fundamentan el tratamiento de los datos cabe destacar la responsabilidad proactiva; que 

consiste en que el responsable de los datos personales también lo será respecto al 

cumplimiento de los principios aquí expuestos.  

2.2.- Sociedad de la Información y Comunicación: 

 A la hora de exponer los elementos esenciales que dieron lugar a la actual 

regulación jurídica del tratamiento de los datos personales, debemos hacer referencia a la 

evolución progresiva de la tecnología de la información y la comunicación (TIC). 

Circunstancia que ha dado lugar a la creación de nuevas prestaciones y servicios que, a 

su vez, han modificado nuestra forma de relacionarnos y comunicarnos.  

 En cuanto a la definición de las Nuevas Tecnologías de la Información y la 

Comunicación (NTIC), se puede entender como “un conjunto de tecnologías 

desarrolladas para gestionar y difundir la información, compartiendo unos elementos 

comunes – inmaterialidad, interactividad, interconexión, instantaneidad, digitalización, 
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inclusión en todos los sectores-, rasgo diferenciador, constatado bajo la incorporación 

del calificativo nuevo.”8 

 La primera vez que se utilizó el término Sociedad de la Información, fue haciendo 

referencia a su valor económico. Pues su origen surgió en 1969 elaborado por el 

Ministerio de industria y comercio japonés, bajo la dirección de Yoneji Masuda9 y se 

denominó el Plan JACUDI. En el citado plan se ponía énfasis al valor económico de la 

información, constituyendo el PLAN JACUDI un informe del Industrial Structure 

Council, en el que a partir de las conclusiones del mismo, se elaboró una organización 

japonesa no lucrativa -Japan Computer Usage Development Institute (JACUDI)-  que 

presentó una propuesta estratégica sobre políticas públicas para la sociedad de 

información, entendiéndose como un objetivo nacional para el año 2000.10  

Poco tiempo después, en el año 1978 Simon Nora – alto funcionario francés- y 

Alain Minc- economista y asesor político francés- elaboraron un informe denominado 

(Nora – Minc), por encargo del por entonces presidente francés Valéry Giscard d'Estaing, 

en el que se dio especial hincapié a la evolución de la industria y servicios de la 

información.11  Durante el mismo año John Naisbith – escritor estadounidense- desarrolló 

una obra que se difundió el término –La Sociedad de la Información- y que describía los 

futuros escenarios que se darían en la misma.  

Respecto a las características que aporta este nuevo modelo de sociedad.  hemos 

de destacar que gracias al desarrollo de la informática se ha favorecido romper con las 

barreras de tiempo y espacio, pues podemos acceder a todo tipo de información y 

documentación sin las limitaciones anteriormente existentes. Además, a través de los 

programas de Data mining, es posible recabar una multiplicidad de datos de diferente 

naturaleza como, por ejemplo: Llamadas, mensaje o cualquier otro dato que permita 

obtener un patrón. Estos programas son útiles para buscar posibles delitos cibernéticos, 

terrorismo. Por otra parte, les puede resultar práctico a las empresas para obtener datos 

                                                           
8 MARTÍNES LÓPEZ DE SAÉNZ, M.: Revisión del Derecho Fundamental a la protección de Datos de 

carácter persona, op. cit., pág. 27. 
9 MASUDA, Y.: La sociedad informatizada: como sociedad post industrial, Edit. Tecnos, Madrid, 1984, 

pág. 197. 
10 VALENTÍ LÓPEZ, P.: “La sociedad de la información en América Latina y el Caribe: TICs y un marco 

nuevo institucional”, 2002. 
11 NORA, S. y MINC, A.: “L’ informatisation de la société”, la Documentatión fráncaise, Editions du 

Seuil, París, 1978. 
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de los clientes y ofrecer productos de su interés. Ahora bien, aunque es innegable su 

utilidad práctica, el mal uso de estos programas podría limitar la libertad, intimidad y la 

privacidad de los usuarios. 

PRATS CATALÁ se ha manifestado a cerca de los posibles riesgos o efectos 

negativos del avance de la tecnología y la ciencia, afirmando que “lo característico de 

las sociedades globales y tecnológicas actuales es la intensificación y multiplicación de 

riesgos como consecuencia del curso tomado por el desarrollo humano. Son los 

compañeros de viaje indeseados del modelo de desarrollo seguido, expresan bienes a la 

vez que males”12.  

 Uno de los principales riesgos derivados de los avances tecnológicos, es la 

capacidad ilimitada de recopilación de datos personales por medio de los diversos medios 

electrónicos – Ordenadores, telefonía móvil, etc…- dando lugar, al conocimiento de 

diferentes áreas de la vida de una persona y que, al relacionarse, dan información de la 

esfera íntima de la misma, es decir, de su identidad. BENDA establece que “el progresivo 

incremento de las capacidades técnicas, la capacidad humana de multiplicar su posición 

sensorial suponen un paso en un proceso revolucionario a cuyo final puede acabar 

estando la pérdida completa de la protección para la privacidad”13. Atendiendo a la 

opinión del citado autor, es necesario hacer alusión a que en la mayoría de productos y 

servicios que usamos a diario, debemos aportar una serie de datos que nos identifican y 

en muchas ocasiones no somos conscientes de los peligros que entraña facilitar dicha 

información. 

GARRIGA expresa que “el uso de determinados servicios de internet puede ser 

potencialmente lesivo para nuestros derechos fundamentales. Dentro de estos grupos 

debemos señalar, en primer lugar, a las redes sociales, que ofrecen medios de interacción 

entre usuarios basados en los perfiles que estos mismos generan, formándose 

comunidades de personas que comparten determinados intereses de tipo profesional, 

sobre actividades o profesiones”14. Teniendo en cuenta los datos aportados tanto por los 

usuarios de las redes sociales como otros a los que sea posible acceder, es posible obtener 

un perfil detallado de las personas. En definitiva, el uso de las redes sociales puede 

                                                           
12 PRATS CATALÁ, J.: Las trasformaciones de las Administraciones públicas, pág. 54. 
13 BENDA, E.: Dignidad humana y derechos de la personalidad, op. cit., pág. 131. 
14 GARRIGA: 2010, pág. 5. 
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suponer un riesgo respecto a la integridad moral del ciudadano, ya que, aunque en 

principio los datos que se incorporan son propiamente introducidos por los usuarios, al 

recopilarlos y unirlos con otros datos, pueden sacar un perfil más exhaustivo de nuestra 

persona, pudiéndose dar incluso supuestos de suplantación de identidad.15 

   En consecuencia, es inevitable acudir a los términos utilizados por ROYER- 

COLLARD en los que establecía que “Con el desarrollo tecnológico y digital se han 

convertido las paredes en escaparates”16. Al estudiar sus palabras no le falta razón, 

debido a que existen documentos de carácter personal que se encuentran en bases de datos 

desde nuestro nacimiento hasta nuestra muerte. Pudiendo afectar a esferas personales de 

nuestra vida y privacidad, tales como; Ideología religiosa, corrientes políticas, orientación 

sexual, etc… que de carecer de una regulación que controle la utilización de datos y 

proteja el derecho fundamental de la intimidad, podría producir grandes estragos en el 

desarrollo de la libre personalidad de los ciudadanos.  

2.3.- Derecho Fundamental a la Protección de Datos: 

El tratamiento de los datos personales constituye un derecho de la personalidad y 

cabe entender por tales derechos los que son inherentes a las personas como, por ejemplo: 

La vida, la libertad, el honor, la intimidad y la propia imagen, etc… La definición de los 

mismos se relaciona con los derechos Fundamentales, autores como VIDAL MARTÍNEZ 

consideran que “La construcción jurídico- civil de los derechos de la personalidad se 

solapa en algunos ordenamientos con el reconocimiento de los Derechos Fundamentales 

y es que muchos de ellos se encuadran dentro de estos (derecho a la intimidad, al 

honor)”17. 

Los Derechos Fundamentales al honor, intimidad y a la propia imagen 

reconocidos en el artículo 18 CE, ya existían en nuestro ordenamiento jurídico con 

anterioridad de su incorporación a nuestra Carta Magna. Ahora bien, una vez que se 

                                                           
15 Respecto a los supuestos de suplantación anteriormente citados podemos hacer referencia a diferentes 

sentencias, tales como; La Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de junio de 2009 que determinó los 

requisitos necesarios para establecer que nos encontramos ante una suplantación de identidad y la Sentencia 

de la Audiencia Provincial de Zaragoza de 8 de junio de 2018 que refleja un supuesto de suplantación de 

identidad en redes sociales como Facebook. 
16 ROYER-COLLARD P.: La vie privée à l’ère du numérique, Lavoisier, Cachan, 2012, págs. 45-47. 
17 VIDAL MARTÍNEZ J.: “Algunos datos y observaciones acerca de la construcción civil de los derechos 

de la personalidad (derechos y libertades inherentes a la persona) en la presente etapa de desarrollo 

tecnológico”, Estudios jurídicos en homenaje del profesor Luis DÍEZ-PICAZO, Tomo I, Ed. Thomson –

civitas, Madrid, 2003, pág. 1085.  



 
13 

 

recogieron en la misma, fue cuando se produjo el desarrollo legislativo necesario para 

garantizar la protección de los intereses aquí expuestos.   

Estos derechos son inherentes a la dignidad humana según PECES BARBA “La 

dignidad, es el fundamento de los derechos humanos, como concreciones y derivaciones 

de ella para el desarrollo integral de la persona que se han positivizado con el paso del 

tiempo, en definitiva, los derechos humanos son, a fin de cuentas, la realización histórica, 

social y cultural de una determinada concepción moral que se sitúa como eje de la 

dignidad del hombre y los valores liberales e igualdad como cauce para alcanzarla”18. 

En concreto, la regulación constitucional del tratamiento de los datos personales 

se encuentra en el apartado cuarto del artículo 18 CE que dice así “La ley limitará el uso 

de la informática para garantizar el honor, la intimidad personal y familiar de los 

ciudadanos en el pleno ejercicio de sus derechos”.  Ahora bien, aunque venga reconocido 

por el precepto anteriormente citado fue la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, 

que estableció la naturaleza del citado derecho. La Sentencia 297/2000 del 30 de 

noviembre, dictada para desestimar las impugnaciones realizadas por el parlamento de 

Cataluña sobre los ficheros de titularidad privada que se encontraban en su territorio, 

recoge la primera calificación como Derecho Fundamental a la protección de datos, 

diciendo así: 

“Con la inclusión del vigente art 18.4 CE el constituyente puso en relieve que era 

consciente de los riesgos que podría entrañar el uso de la informática y encomendó al 

legislador la garantía tanto de ciertos derechos fundamentales como el pleno ejercicio 

de los derechos de la persona. Esto es incorporando un instituto de garantía como forma 

de respuesta a una nueva forma de amenaza concreta a la dignidad y a los derechos de 

la persona, pero es en sí mismo también un derecho o una libertad fundamental”. 

Tal reconocimiento, es de gran relevancia pues establece que nos encontramos 

ante un ámbito que necesita un mayor nivel de protección. Estando nuestro ordenamiento 

jurídico dotado de una amplia gana de herramientas para hacerlo efectivo y siempre 

garantizando el contenido esencial del derecho fundamental en cuestión.  

                                                           
18 PECES BARBA, G.: La elaboración de la Constitución de 1978, Centro de estudios políticos y 

constitucionales, Madrid, 1988, pág. 234.  
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2.2.3.1 Principales diferencias con el derecho al honor, la intimidad personal, 

familiar y la propia imagen  

A través de la Sentencia 297/2000 mencionada anteriormente, el Tribunal 

Constitucional delimitó el ámbito del derecho fundamental a la protección de datos, 

diferenciándolo del derecho fundamental a la intimidad, reconocido este último en el 

artículo 18.1 CE. Todo ello, se llevó a cabo en los siguientes términos:  

“El objeto de protección del derecho fundamental a la protección de datos no se 

reduce solo a los datos de la persona, sino a cualquier tipo de dato personal, sea íntimo 

y no íntimo, cuyo conocimiento o empleo por terceros pueda afectar a sus derechos, sean 

o no fundamentales, porque su objeto no solo es la intimidad individual, que para ello 

está la protección que el artículo 18.1 otorga, sino los datos de carácter personal. …Pero 

también el derecho fundamental a la protección de datos posee una segunda peculiaridad 

que lo distingue de otros, como el derecho a la intimidad personal y familiar del art 18.1 

CE. Dicha peculiaridad radica en su contenido, ya que a diferencia de este último que 

confiere a la persona poder jurídico de imponer a terceros el deber de abstenerse de toda 

intromisión en la esfera íntima de la persona y la prohibición de hacer uso de lo así 

conocido”. 

Los Derechos Fundamentales a la intimidad, el honor y la propia imagen recogido 

en el artículo 18.1 CE. Se encargan de garantizar la esfera más privada de los ciudadanos, 

aquella que deriva directamente su dignidad como persona, evitando así, la intromisión 

ilegítima de terceros. Sin embargo, el Derecho Fundamental de la protección de datos no 

solo se centra en aquellos aspectos íntimos, también afecta a aquellos aspectos que no 

tengan tal consideración. Además, el citado derecho lleva aparejado un poder de auto 

tutela, es decir que la persona puede imponerse frente a terceros para evitar toda 

intromisión su esfera personal y la prohibición de hacer uso de lo conocido - STC 

134/1999, 115/2000, -. 
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3.- EVOLUCIÓN HISTÓRICA EN ESPAÑA DE LA PROTECCIÓN DE LOS 

DATOS PERSONALES 

3.1.- Origen normativo de la protección de datos 

Al hablar del origen del derecho a la protección los datos personales debemos 

remontarnos a la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, adoptada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en Paris y con fecha del 10 de diciembre de 

1948. En concreto, el artículo 12 del citado texto recogía las directrices de la institución 

jurídica aquí estudiada.  

“Nadie será objeto de injerencias arbitrarias a su vida privada, su familia, su domicilio 

o su correspondencia, no de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene 

derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques”. 

 Dentro del mismo marco temporal, nos encontramos con diferentes Convenios y 

Pactos que entran a regular la materia, tales como, el Convenio para la protección de los 

Derechos Humanos y Libertades Fundamentales elaborado en Roma y el Pacto de los 

derechos Civiles y políticos adoptado en Nueva York. Sirviendo los mismos como 

antecedentes para la constitución de la Comisión del Consejo de Europa en 1967 para el 

estudio de las tecnologías de la información y las posibles incidencias en el derecho de 

las personas.  

Centrándonos en el ámbito nacional, en España la primera manifestación jurídica 

relacionada con la Protección de Datos fue en las discusiones parlamentarias llevadas a 

cabo durante la creación de nuestra Carta Magna. En concreto, respecto a la regulación 

del Derecho Fundamental a la Protección de Datos – Art 18.4 CE-. Ahora bien, para poder 

entender nuestro propio desarrollo legislativo en la materia debemos atender también a 

su desarrollo en el ámbito europeo.  

3.2.- Desarrollo Legislativo   

Con la resolución 22 del Consejo de Europa del 26 de septiembre de 1973, se 

reguló la protección de la vida privada, recogió la protección de los datos de las personas 

físicas que resultaba de aplicación a las bases de datos de carácter privado y resultó de 

aplicación al año siguiente para los públicos. Aunque dado el carácter de recomendación 

no produjo los efectos deseados y fue necesario que el Consejo de Europa incorporara el 
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Convenio Sobre Protección de las Personas con respecto al tratamiento automatizado de 

los Datos de carácter personal, conocido como el Convenio de Estrasburgo.  

Sin embargo, antes de la promulgación del citado Convenio se llevaron a cabo 

otras regulaciones de la materia, tales como, la Constitución portuguesa de 1976 siendo 

este uno de los textos legales que sirvió en mayor medida a la hora de elaborar el artículo 

18.4 CE.19 En concreto, el artículo 35 dedicado al uso de los datos personales y la 

informática dice así: 

“1. Todos los ciudadanos tendrán derecho a tener el conocimiento de lo que 

conste en forma de registros automatizados a cerca de ellos y de la finalidad a la que se 

destinan las informaciones, y podrán exigir la rectificación de los datos, así como su 

actualización. 

2. No se podrá utilizar la informática para el tratamiento de los datos referentes 

a convicciones políticas, fe religiosa o vida privada, salvo que se trate de la elaboración 

de datos no identificables para fines estadísticos”. 

Por otra parte, al hablar de la evolución del nombrado derecho en España debemos 

hacer referencia a las discusiones parlamentarias que sufrió el Derecho Fundamental a la 

protección de datos durante la consolidación del texto de la Constitución Española de 

1978, la primera redacción del citado artículo fue la siguiente: 

“La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal 

y familiar de los ciudadanos” 

Esta fue la primera propuesta presentada por las Cortes Generales para regular la 

materia aquí tratada. Sin embargo, a lo largo de las diferentes discusiones parlamentarias 

la misma sufrió varias modificaciones. Son de especial relevancia las discusiones 

producidas por diferentes grupos parlamentario como, por ejemplo: el presidido por el 

Señor Gastón y Rancho Rof.  de la que surgió la siguiente redacción: 

“Para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno 

ejercicio de sus derechos, la ley limitará la utilización de la informática y otros 

procedimientos o técnicas que puedan atentar contra los citados derechos”. 

                                                           
19 ZABALLOS PULIDO, E.: La protección de datos personales en España: Evolución normativa y 

criterios de aplicación. Tesis doctoral, Universidad Complutense de Madrid, 2013, pág. 19 y ss. 
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Como podemos ver en la propuesta se centraron en limitar no solo el uso de la 

informática sino todas aquellas técnicas que pudieran afectar tanto al derecho del honor 

como a la intimidad de los sujetos. En consecuencia, refleja la preocupación existente en 

el momento por amparar de la forma más amplia posible estos derechos.  

Por otra parte, hubo parlamentarios que insistieron y votaron suprimir el apartado 

cuarto del artículo 18 de nuestra Carta Magna esto vino de mano de Antonio Jiménez 

Blanco. Ahora bien, no se llevó a cabo por que no consiguieron las mayorías necesarias, 

manteniéndose la redacción tal y como fue enviada por el Senado. Hemos de añadir que 

ninguna enmienda presentada por el Senado para modificar del citado artículo prosperó, 

por lo que el mismo se mantuvo.20  

El 28 de octubre de 1978 el Congreso y el Senado aprobaron el proyecto tras la 

aprobación tras el referéndum aprobado y votado por los ciudadanos, siendo ratificado 

posteriormente por el Rey de España el 27 de diciembre de 1978.  

Una vez promulgada la Constitución Española este Derecho Fundamental fue 

protegido mediante Convenios Internacionales a los que España estaba adscrito. En 

consecuencia, es necesario acudir al Convenio 108 de la Comunidad Europea conocido 

como el Convenio de Estrasburgo de 1980. El mismo, es el primer instrumento para el 

tratamiento de los datos en el ámbito internacional, siendo de aplicación al ordenamiento 

jurídico interno de algunos estados miembros durante la década de los ochenta.  

En el citado Convenio se establecía un marco para el tratamiento, almacenamiento 

e incluso la eliminación de los datos tanto en el sector público como en el privado, siempre 

que se tratasen de datos de personas naturales y se hubiese utilizado para perpetrar la 

infracción los medios electrónicos, ahora bien, el Convenio permitía que los estados 

miembros incorporaran su aplicación a los entes con personalidad jurídica. Se encargó de 

incluir un régimen de auxilio mutuo entre los estados miembros. En definitiva, los estados 

partes estaban obligados a adaptar su regulación para incorporar todas las medidas 

necesarias para garantizar el derecho aquí tratado.21 

                                                           
20 CLIMACO VALIENTE, E.: Génesis histórico – normativo del derecho a la protección de datos 

personales desde el derecho comparado a propósito de su fundamento. Tesina estudios avanzados de 

Derechos Humanos, Universidad Carlos III, Madrid, pág. 61 y ss.  
21 CASTILLO VÁZQUEZ, I.: Protección de datos: cuestiones constitucionales y administrativas. 

Derecho a saber y obligación a callar, op. cit. pág. 85 y ss. 
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Todo lo expuesto fue debido, a que tuvimos que esperar hasta el año 1992 para 

que se regulara en España una ley interna que desarrollara la materia aquí tratada. En 

concreto, se trata Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento 

Automatizado de Datos de carácter personal (LORTAD). Sin embargo, cuando se produjo 

la transposición de la Directiva Europea 95/46/CE se quiso adaptar la LORTAD a la 

misma, llevando a cabo una serie de modificaciones. Ahora bien, esto no fue posible y 

como resultado se promulgó la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre de Protección 

de Datos de carácter personal (LOPD). Ahora bien, la LORTAD aportó una institución 

de especial relevancia para la materia, que sería la Agencia Española de Protección de 

Datos.22  

Con la promulgación de la LOPD se amplió el marco de protección al ofrecido 

por la LORTAD, ya que la misma solo recogía limitaciones para garantizar el honor e 

intimidad personal y familiar respecto a posibles vulneraciones haciendo uso de la 

informática. Por medio de la LOPD se intentó salvaguardar el derecho al uso de la 

informática siempre sin vulnerar los derechos anteriormente expuestos. Se ampliaron 

conceptos, tales como: el tratamiento de los datos, las fuentes accesibles al público y 

también se estableció un tratamiento diferenciado entre los ficheros de titularidad pública 

y los de titularidad privada.  

Por otra parte, la LOPD se ha configurado de manera que permite la protección 

dispersa, es decir que determinadas normas de carácter sectorial se encargan de regular 

ciertos aspectos de la protección de datos. De manera, que a través de la LOPD no se 

estaba cumpliendo el mandato constitucional que pretendía unificar en una norma todos 

los elementos necesarios para la efectiva protección de los intereses aquí tratados.  

3.3 Régimen jurídico actual 

En la actualidad, nos encontramos ante una fase de grandes cambios legislativos 

aplicables a la institución jurídica aquí estudiada, ya que en este año se han producido dos 

grandes modificaciones legislativas tanto en el ámbito europeo como en el ámbito 

nacional, siendo ambas de directa aplicación en España.  

                                                           
22 CASTILLO VÁZQUEZ, I.: Protección de datos: cuestiones constitucionales y administrativas. 

Derecho a saber y obligación a callar, op. cit. 98 y ss.  
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En primer lugar, a la hora de nombrar el régimen jurídico aplicable, hay que hacer 

referencia al RGPD. El mismo, resulta aplicable a los países de la Unión Europea y se 

centra en la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de los 

datos personales y a la libre circulación de los mismos. En realidad, nos encontramos ante 

un reglamento que se aprobó el 25 de mayo de 2016, dejando un margen a las empresas 

que forman parte de países de la Unión Europea para que se adapten al cumplimiento de 

las estipulaciones aquí recogidas y fue en el 25 de mayo de 2018 cuando entró en vigor.  

Los aspectos que resultan claves en el régimen recogido por el RGPD Se establece 

de la siguiente forma: 

1.- Ámbito de aplicación: Resultará de Aplicación el Reglamento Europeo cuando 

quien controla los datos, quien los procesa o el interesado o afectado reside en un país de 

la Unión Europea.  

2.- Unificación legislativa: Por medio del Reglamento se pretende unificar en un 

solo cuerpo legislativo la normativa aplicable a todos los estados miembros. Dejando al 

arbitrio de los estados la Constitución de una Autoridad de Supervisión para encargarse 

de las infracciones y las sanciones administrativas aplicables. En España, se trata de la 

Agencia Española de Protección de Datos.  

3.- Solo es posible el tratamiento de los datos cuando existe al menos una base de 

legitimación para llevarlo a cabo. A su vez, el consentimiento, se configura como una 

base legal para el tratamiento. El consentimiento debe ser explicito respecto a los datos 

recopilados y el uso que se les dé a los mismos. Pudiendo el consentimiento ser retirado.  

4.- La responsabilidad en la protección de datos, le corresponde al responsable de 

los datos personales, ya que debe adoptar todas aquellas medidas que resulten necesarias 

para el cumplimiento de los mandatos normativos.  

5.- La violación de los datos personales: En los que el controlador está obligado a 

notificarla a la Autoridad de Supervisión correspondiente. Esto se deberá llevar a cabo 

dentro de las 72 horas desde que se tiene conocimiento de la violación, siendo necesario 

también que se ponga en conocimiento al interesado de la vulneración producida.  

6.- Por último, se regula el régimen sancionador: Llegando a imponer hasta multas 

de 20 millones de euros.  
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Una vez establecido el contenido básico recogido en el RGPD, podemos observar 

su intención de buscar una regulación única aplicable para todos los Estados miembros 

de la Unión Europea y así, evitar que se pueda producir indefensión. También, busca 

desarrollar todo un abanico de medidas que garanticen el amparo de la intimidad y el 

honor de los ciudadanos, imponiendo que se adapten al cumplimiento normativo todas 

las empresas y organizaciones que manejen datos.  

Por otra parte, en España durante el mes de diciembre de 2018 ha entrado en vigor 

la nueva Ley de Protección de datos y garantías de los derechos digitales – LOPD (GDD)-

dando lugar a la derogación de la antigua Ley de protección de datos y dotando de 

cobertura al RGPD, ya que, aunque el Reglamento tiene un carácter vinculante a todos 

los estamos miembros, estos a su vez, deben incorporan a su ordenamiento jurídico 

interno de unas leyes que respondan a lo establecido en el reglamento.  

La principal finalidad que tiene esta nueva ley, es garantizar la protección de datos 

personales de las personas físicas con la inclusión de todos aquellos mecanismos de 

seguridad para el tratamiento total, parcial o automatizado de los mismos23. La ley recoge 

una serie de derechos que amparan a los ciudadanos que son los siguientes:  

1.- Derecho a la rectificación de datos inexactos o erróneos.  

2.- Derecho a suprimir tus datos si son utilizados para fines ilícitos.  

3.- Derecho a conocer quién va a utilizar tus datos, así como el tiempo que va a 

hacer uso de ellos. 

4.- Derecho a la oposición del tratamiento de los datos.  

5.- Derecho a solicitar la suspensión del tratamiento de los datos, la conservación 

y la portabilidad de los mismos.  

También, en esta nueva regulación se establecen las figuras del responsable, el 

encargado y el delegado del tratamiento de los datos, sujetos que se encargan de 

incorporar todas las medidas necesarias para garantizar el correcto uso de los mismos. 

Por su parte, los encargados deben llevar un registro de actividades recogiendo su 

                                                           
23 INFOAUTÓNOMOS: “La ley de protección de datos en 2019”. 

https://infoautonomos.eleconomista.es/tecnologia-pymes-autonomos/ley-de-proteccion-de-datos-
lopd/ 
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finalidad. A su vez, el responsable del tratamiento de los datos puede bloquearlos en los 

casos que sea necesario suprimir o rectificar.  

En cuanto al régimen sancionador, atendiendo a la regulación del Reglamento de 

la Unión Europea como hemos podido comprobar recoge sanciones de gran calibre. Por 

medio de la promulgación de la nueva LOPD se mantiene la regulación del antiguo 

articulado en el que establecía que las sanciones podían ser muy graves, graves o leves.  

- Las infracciones muy graves: Consisten en una vulneración sustancial del 

tratamiento y tienen que ver con el uso de los datos para el tratamiento o uso 

de los datos diferente a la anunciada sin informar al afectado.  

En este caso las infracciones se prescriben pasados los 3 años.  

- Las infracciones graves: Son la vulneración sustancial del tratamiento de los 

datos en los menores recabados sin su consentimiento, la falta de adoptar todas 

aquellas medidas para hacer efectiva la protección de datos, como, por 

ejemplo: Obligación de nombrar a un responsable o encargado.  

Las prescripciones de estas infracciones se producen a los 2 años.  

- Las infracciones leves: Son las que no están recogidas en las anteriores, 

basándose en la no trasparencia del tratamiento, su prescripción se produce al 

año.  

Del modo expuesto, queda perfeccionado el marco español y europea que regula 

la protección de datos personales. Dotado con un amplio abanico de medios para hacer 

efectiva las directrices recogidas en los diferentes textos normativos.  

4.- PROTECCIÓN DE LOS MENORES EN LAS REDES SOCIALES 

4.1.-  Especial protección del menor 

En la actualidad, nos encontramos ante una sociedad altamente informatizada. Los 

ciudadanos hacemos uso cotidiano de los medios electrónicos y los hemos incorporado a 

nuestro día a día, este hecho ocurre de igual modo en los menores, ya que los mismos son 

personas que ostentan el derecho de acceder a los citados medios y hacer uso de ellos. 

Ahora bien, atendiendo a la inocencia e inexperiencia de los más jóvenes, los convierte 

en sujetos especialmente vulnerables ante los posibles peligros que entraña el uso de los 

citados medios, ya que pueden visitar páginas inapropiadas – violencia, pornografía, entre 

otras- o ser objeto de engaño por otros usuarios en el uso de las Redes Sociales.  
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Podemos entender que la sociedad informatizada afecta de gran modo al correcto 

desarrollo psicológico y social de los menores y es necesario que los ordenamientos 

jurídicos adopten todos aquellos medios que sean procedentes para garantizar un correcto 

uso por parte de los menores y limitar toda actuación ilegítima. Respecto a la protección 

de los menores entran en juego la actuación de los padres, tutores, profesores para 

disponer de toda la información y habilidades que sean necesarias para poder protegerse, 

utilizando este entorno de forma razonable, responsable y segura. 

La especial protección del menor responde al principio de interés superior del 

mismo como bien recogió el plan de acción de la Cumbre Mundial de protección infantil 

de la infancia llevada a cabo por las Naciones Unidas en 199024, diciendo así: 

“No hay causa que merezca más alta prioridad que la protección y el desarrollo 

de un niño, de quien depende la supervivencia, estabilidad y el progreso de todas las 

naciones, y de hecho de la civilización humana” 

En el presente escrito se refleja de manera clara la importancia para nuestra 

sociedad de proteger a los menores de forma correcta para que puedan evolucionar y 

desarrollarse como adultos sanos, siendo el futuro de nuestra sociedad. Por otra parte, me 

pareció muy acertada la visión de la Convención de los derechos de los niños (CDN) del 

20 de noviembre de 1989 que dice así  

“Todos los niños y niñas, por su falta de madurez física y mental, necesitan 

protección y cuidado especial, incluso la debida protección legal, tanto antes como 

después de su nacimiento” 

En este caso la falta de madurez es uno de los factores que afecta en mayor medida 

a la vulnerabilidad de los menores. Su inocencia les lleva al desconocimiento de los 

peligros de los que pueden ser objeto. Es por ello, que nos corresponde a todos los 

ciudadanos velar por la integridad física y psicológica de los mismos, estando 

mayormente obligados a ello sus progenitores, tutores y personas que trabajen 

directamente con los niños.   

                                                           
24 UNICEF: Historia de Unicef: Cumbre mundial a favor de la infancia, se puede acceder a través del 

siguiente enlace: https://www.unicef.org/spanish/about/history/index_worldsummit.html. 
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En España, se ha desarrollado una ardua legislación dirigida a proteger a los 

menores sobre las posibles injerencias que puedan sufrir. En primer lugar, el artículo 39 

de nuestra Constitución establece, que los poderes públicos deben velar por proteger en 

todos los ámbitos a la familia, haciendo hincapié en los menores. A su vez, la Ley 

Orgánica 8/2015 se encarga de la protección jurídica de los menores, siendo el desarrollo 

legislativo del citado artículo constitucional.  

Las premisas en las que se basa La ley Orgánica de Protección del Menor es el 

citado interés superior del menor, siendo este un concepto bastante indeterminado. La 

propia ley, a través del artículo 2 dice textualmente:  

“Las limitaciones de la capacidad de obrar de los menores se interpretarán de 

forma restrictiva y, en todo caso, siempre en el interés superior del menor” 

A su vez, también recoge los tres puntos clave para la interpretación del concepto 

interés superior del menor: 

1. Como punto de partida, podemos entender que se trata de un derecho 

sustantivo que surge como resultado de una ponderación de intereses. 

2. En cuanto a la interpretación jurídica del derecho, en el caso se pueda 

llevarse a cabo diferentes interpretaciones, siempre se debe adoptar aquella 

que mejor se adapte a los intereses del menor.  

3. También cabe su interpretación como norma de procedimiento.  

Además de las leyes citadas, existe un amplio abanico de regulación aplicable 

tanto en el ámbito nacional como internacional sobre diferentes materias que afectan 

directamente al menor como, por ejemplo: La Convención de la ONU de los derechos del 

niño de 1989, Convenio de la Haya para la cooperación en la adopción internacional de 

1993, El Convenio del Consejo de Europa sobre el ejercicio de los derechos del niño de 

1996, La Ley de enjuiciamiento Civil, La ley Orgánica de Educación, etc…  

En definitiva, el menor es un sujeto especialmente vulnerable, su protección es 

primordial para garantizar el adecuado desarrollo de nuestros ciudadanos más jóvenes y 

lograr una correcta evolución de nuestra sociedad, siendo un deber social para ello de 

dotarlos de todas las herramientas que permitan una correcta educación, así como, 

imponer límites en el uso de sus derechos siempre haciendo alusión al interés superior del 

menor.  
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4.2.- Tratamiento de los datos de los menores en los diferentes ámbitos de la 

sociedad 

En la actualidad, al centrarnos en el tratamiento de datos de carácter personal de 

los menores debemos diferenciar cuatro ámbitos especialmente relevantes que se 

encuentra regulados tanto en el RGPD como en la nueva LOPD (GDD), entre los cuales 

podemos destacar los siguientes: 

4.2.1.- La protección de datos personales en el ámbito educativo:  

La importancia del tratamiento de los datos escolares radica en el gran volumen 

de datos que se encuentran recogidos en los mismos. Los que ostentan mayor relevancia 

son los expedientes académicos de los alumnos, así como datos en los que consten su 

estado de salud, como, por ejemplo: Intolerancias alimenticias, alergias, enfermedades 

psicológicas, etc… 

En este ámbito, conforme al Reglamento Europeo se establece que son los centros 

educativos públicos ostenta la responsabilidad del tratamiento de los datos la 

administración pública correspondiente, en el caso en el que fueran privados o 

concertados el responsable sería el propio centro, siendo los mismos los que deben 

encargarse de que la recopilación se haga conforme a las premisas normativas, debiendo 

adoptar todas las medidas que sean procedentes. 25 

4.2.2.- La protección de los datos personales en el ámbito sanitario:  

En el presente ámbito, la recogida de datos de los pacientes menores de edad 

requiere consentimiento expreso de los mismos. Sin embargo, la obtención de dicho 

consentimiento debe hacerse teniendo en cuenta el marco de edad establecido 

normativamente: 

- Si el paciente, es mayor de 16 años podrá prestar consentimiento, siendo este 

plenamente válido conforme a lo recogido en el artículo 8 RGPD. 

- Ahora bien, en España la normativa es distinta. Un menor que tenga 14 años o 

más podrá prestar por sí mismo consentimiento válido para el tratamiento de sus datos. 

                                                           
25 Guía de Protección de datos para centros educativos de la Agencia Española de Protección de Datos, 
pág. 12 incorporada por el Gobierno de Canarias del 12 de diciembre de 2017.  
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Sin embargo, si es menor a los 14 años el consentimiento deberá ser otorgado por sus 

padres o tutores, es decir las personas que sean sus responsables legales.  

Ahora bien, existe otro aspecto relevante que es el derecho de acceso de los 

progenitores al historial clínico de sus hijos, ya que conforme al artículo 154 del Código 

Civil 

“Los padres pueden tener acceso a la información del estado de salud de sus hijos 

para que puedan velar por en el ejercicio de la patria potestad” 

 Por lo tanto, los padres pueden acceder al historial clínico de sus hijos, siempre y 

cuando tenga la patria potestad de los mismos también podrán acceder al historial los 

menores que tengan más de 14 años.  

  En conclusión, cabe decir que la protección de los datos personales de los 

menores en este ámbito, goza de un doble ámbito de amparo. Por lo un lado, se protege 

los datos de los menores y, por otra parte, los datos privados relativos a su estado de salud.  

 4.2.3.- El tratamiento de datos de los menores respecto al uso del material 

fotográfico y de grabación: 

 En la utilización del material fotográfico y audiovisual debemos diferenciar si el 

mismo, es para una actividad escolar o, por el contrario, se trata de una actividad 

extraescolar y no goza de una finalidad educativa.  

 En el supuesto en el que no se utilice con finalidad educativa y quien realiza esta 

actividad fotográfica o audiovisual sea el centro, siempre estará obligado a comunicar o 

informar a los padres sobre esta actividad, así como la finalidad para la que se utilizaran 

dichas imágenes y su posible publicidad para lo que será necesario el consentimiento 

expreso. En el caso que el menor sea mayor a 14 años la información se la deben dar al 

mismo.  

 En el caso que la finalidad sea educativa, es decir, que forme parte de las 

actividades propias del centro escolar como, por ejemplo: actividades deportivas, 

festivales de Navidad, etc… La información se deberá dar a los padres en el momento en 

el que se les entregue la autorización para que sus hijos participen en dichas actividades, 
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pero se considera que los centros Educativos gozan de legitimación sin necesidad del 

consentimiento de los padres, tutores o de los menores.26 

 Por otra parte, cuando la actividad fotográfica se lleva a cabo por una empresa 

para que esta pueda publicar las imágenes, necesita si es menor a 14 años el 

consentimiento expreso de los padres y en el caso que sea mayor a esa edad, el del propio 

menor, además siempre deberán informar del lugar de publicación y los usuarios que lo 

componen.  

4.3.- Medidas de protección para los menores en el uso de las redes sociales 

Para finalizar, vamos a tratar una problemática derivada del uso de las nuevas 

tecnologías. En concreto, se trata de la utilización de las Redes Sociales por parte de los 

menores. Las Redes Sociales se pueden definir como “plataformas de comunicación en 

línea que permiten a los individuos crear redes de usuarios que comparten intereses 

comunes”27. En consecuencia, nos encontramos ante una nueva forma de relación 

humana que ha ido cogiendo fuerza en los últimos años y, además, cabe afirmar que es el 

medio de comunicación más utilizado.  

A través de las Redes Sociales un usuario puede crear un perfil público, compartir 

información, colaborar en la generación de contenidos y participar de forma fácil en los 

movimientos sociales28. Todas las posibilidades expuestas, son de uso frecuente entre los 

jóvenes, ya que suelen utilizarlas a diario para relacionarse, conocer amigos o 

simplemente comunicarse u compartir fotografías e imágenes. Ahora bien, cabe destacar 

que las Redes Sociales no solo están constituidas por plataformas sociales clásicas como 

FACEBOOK, TUENTI, TWITTER, sino que, además se añaden las aplicaciones  con las 

que podemos comunicarnos a tiempo real, tales como WHATSAPP, LINE, que permiten 

que a través de dispositivos como Smarthphone o Iphone podamos conectarnos e  

interactuar a tiempo real29. 

                                                           
26 Guía de Protección de datos para centros educativos de la Agencia Española de Protección de Datos, 

pág. 37 incorporada por el Gobierno de Canarias del 12 de diciembre de 2017. 
27 Se trata de una definición establecida por el Grupo de Trabajo sobre Protección de Datos del art 29 del 

pasado 12 de junio de 2009, en su dictamen 5/2009 sobre redes sociales en línea.  
28 GIL ANTÓN, A.: “Redes sociales y la privacidad del menor, debate abierto”, Revista Aranzadi Derecho 

y Nuevas Tecnologías, nº 36, Pamplona, 2014, pág. 162. 
29 “Estudio sobre la seguridad en dispositivos móviles y Smartphone”, realizado por IN-TECO de diciembre 
de 2012. Disponible en http://observatorio.inteco.es. 
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En consiguiente, ante esta nueva realidad social no solo debemos adaptarnos a que 

se haya modificado nuestra forma de relacionarnos, sino que también debemos hacer 

frente a los nuevos peligros que entraña el uso de las redes sociales.  

En relación con los menores de edad, TRONCOSO REIGADA considera que 

“todas las personas nacidas después de 1995 son conocidas como digital babies o digital 

natives”30 es decir, que no conciben el mundo si el internet ni la telefonía móvil, ya que 

desde que tienen uso de razón esta generación se ha acostumbrado a la presencia constante 

de las tecnologías de la información y comunicación, siendo una de sus señas de 

identidad, no sólo emplean las nuevas tecnologías sino que viven dentro de internet y sus 

comunidades sociales . 31Es por ello, que no podemos excluir a los jóvenes del uso de las 

nuevas tecnologías, ya que en cierto sentido es la manera que han conocido para 

relacionarse, en esta línea de pensamiento se posiciona TRONCOSO REIGADA 

considerando que “aislar a un hijo de las redes sociales, prohibírselas, es posiblemente 

condenarle al desarraigo. El acceso a internet es un derecho fundamental de la persona, 

lo que no quiere decir, que no tenga que estar sometido a límites que requieren de una 

regulación legal y un control judicial, sin perjuicio de la posible intervención en el ámbito 

de autoridades administrativas independientes”32. 

Por lo tanto, debemos considerar que los menores son sujetos que tienen derecho 

al acceso a las plataformas sociales y que esto acarrea consecuencias tanto desde el punto 

de vista positivo como, por ejemplo: facilidad para relacionarse, comunicarse, expresarse, 

experiencia de investigación o cultural, así como desde un punto de vista negativo: 

posible vulneración a su privacidad, a sus Derechos Fundamentales al honor, intimidad y 

la propia imagen y protección de sus datos personales. En consecuencia, el uso por parte 

de los más jóvenes de estas plataformas debe estar regulado con especial celo para evitar 

posibles injerencias en sus derechos, teniendo en cuenta que son sujetos especialmente 

vulnerables por su inocencia y falta de experiencia.  

MUÑOZ MACHADO opina que “desde algunos puntos de vista, Internet es el 

espacio de la libertad. Un lugar exento de intervenciones públicas en el que los 

                                                           
30 TRONCOSO REIGADA, A.: La protección de datos personales en busca del equilibrio, op. cit. pág. 

1687. 
31 GIL ANTÓN, A.: ¿Privacidad del Menor en Internet, Edit. Thomson Reuters, Edit. Aranzadi, 

Pamplona, 2015, págs. 75 y ss.  
32 TRONCOSO REIGADA, A.: La protección de datos personales en busca del equilibrio, op. cit. pág. 

1693. 
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cibernautas disfrutan de un poder de acción ilimitado. Sobre todo, para comunicarse, 

trascendiendo o no las fronteras de los estados. Esta libertad no solo es inmensa sino 

muy difícil de limitar”33. El citado autor, refleja claramente la especial dificultad que 

entraña limitar el uso de internet y todos los servicios que proporciona, de manera que 

nuestro ordenamiento jurídico ha tenido que adaptarse a esta situación y ha previsto 

mecanismos para hacerle frente, un claro ejemplo es el poder de control que se les otorga 

a las personas en materia de protección de datos, para evitar las actuaciones de terceros, 

en esta línea se ha pronunciado MORALES PRATS en su opinión “la intimidad también 

evoluciona, y pasa a incluir igualmente un derecho de control sobre los datos personales 

que circulan en la sociedad tecnológica”34. Sin embargo, para LOPEZ ORTEGA este 

derecho al control de los datos personales es una medida insuficiente, ya que considera 

que cuando los datos ya no circulan por redes cerradas no es posible imponer un estricto 

control sobre los mismos.  

El marco normativo aplicable al riesgo que entraña para los menores el uso de las 

Redes Sociales, en materia de protección de datos se ha regulado tanto desde ámbito 

europeo como nacional. En España la LOPD (DGG) ha establecido el límite de edad los 

14 años para que sea válido el consentimiento prestado por el menor al tratamiento de sus 

datos y poder así acceder a las citadas plataformas. Ahora bien, cuando el menor no ha 

alcanzado los 14 años, el consentimiento debe ser ratificado por sus padres o tutores. Esta 

regulación viene establecida de la siguiente manera:  

Artículo 7 LOPD (GDD):  

“1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá 

fundarse en su consentimiento cuando sea mayor de catorce años. 

Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de los titulares de la 

patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto 

se recaba el consentimiento para el tratamiento. 

                                                           
33 MUÑOZ MACHADO, S.: La regulación de la red, Edit. Taurus, Madrid, 2000, pág. 151. 
34 MORALES PRATS, F.: “La protección penal de la intimidad frente al uso ilícito de la informática en 

el Código Penal de 1995”, Cuaderno del Poder Judicial, 1996; núm. 3, págs. 174-196. 
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2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el 

consentimiento, solo será lícito si consta el del titular de la patria potestad o tutela, con 

el alcance que determinen los titulares de la patria potestad o tutela.” 

Artículo 92 LOPD (GDD): 

“Los centros educativos y cualesquiera personas físicas o jurídicas que 

desarrollen actividades en las que participen menores de edad garantizarán la 

protección del interés superior del menor y sus derechos fundamentales, especialmente 

el derecho a la protección de datos personales, en la publicación o difusión de sus datos 

personales a través de servicios de la sociedad de la información. 

Cuando dicha publicación o difusión fuera a tener lugar a través de servicios de 

redes sociales o servicios equivalentes deberán contar con el consentimiento del menor 

o sus representantes legales, conforme a lo prescrito en el artículo 7 de esta ley 

orgánica.” 

Como podemos apreciar a través del estudio de la presente normativa, se limita la 

edad de prestar el consentimiento de los menores al tratamiento de sus datos, fotografías, 

videos, así como con respecto al uso de las Redes Sociales a la edad de 14 años. Momento 

a partir del cual se rompe dicho límite y no es necesario el consentimiento de los 

representantes legales, padres, tutores, pero siempre haciendo alusión al interés superior 

del menor y la obligación social de cooperar en el correcto desarrollo de los ciudadanos 

más vulnerables de la sociedad. En la misma línea, se pronuncia el artículo 84.1 del 

RGPD, diciendo así:  

“Los padres, madres, tutores, curadores o representantes legales procurarán que 

los menores de edad hagan un uso equilibrado y responsable de los dispositivos digitales 

y de los servicios de la sociedad de la información a fin de garantizar el adecuado 

desarrollo de su personalidad y preservar su dignidad y sus derechos fundamentales.”  

 Por otra parte, a diferencia de lo establecido en el RGPD, cuyo artículo 8.1 pone 

como tope la edad de 16 años, con respecto a la oferta de servicios de la información para 

menores de edad, considerándose lícito el consentimiento del menor cuando este tenga 

como mínimo 16 años. Si bien, el citado artículo recoge la posibilidad de que los estados 

miembros establezcan un límite legal menor, este nunca puede ser inferior a los 13 años 

de edad.  
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Una vez estudiada la regulación jurídica en materia de protección de datos de los 

menores en el uso de las redes sociales, podemos ver el carácter genérico de la regulación, 

que a simple vista puede parecer suficiente, sin embargo, cabe que estudiando casos 

concretos en los que se ha vulnerado el citado derecho estos presenten una mayor 

complejidad y la regulación no sea suficiente para garantizar su efectividad 35. MURILLO 

DE LA CUEVA opina que “Luego cuenta la reducida conciencia de los riesgos frente a 

los que esas normas jurídicas quieren ofrecer tutela y el insuficiente quieren ofrecer 

tutela y el insuficiente conocimiento que de unos y otras tienen todavía los responsables 

de muchas instituciones públicas y entidades privadas relevantes”36 además, el citado 

autor entiende que “las normas e instituciones jurídicas no siguen al mismo paso el 

desarrollo de las relaciones sociales ni son capaces de mantener ni son capaces de 

mantener el ritmo de los avances científicos, que aplicados a la tecnología de la 

información y de las comunicaciones, experimentan progresiones geométricas”. 37 

En definitiva, atendiendo a la complejidad que presenta garantizar la protección 

del estudiado derecho, deberíamos implementar el control no solo por parte de los 

responsables de estas plataformas sino también por parte de las autoridades – Autoridades 

de Control, Fiscalías de menores-, de los padres, tutores, profesores y en última ratio de 

toda la sociedad. Todo ello, con la finalidad de garantizar que los ciudadanos más jóvenes 

puedan hacer uso de los medios informáticos, limitando los posibles riesgos y 

asegurándose de que acceden a estas redes con la madurez e información suficiente. 

También, se deberían adoptar medidas como concienciar a los menores sobre la propia 

seguridad, tales como: utilización de un antivirus, elección de contraseñas seguras, usar 

el sentido común, ser muy cautelosos con la información que comparte en la red, entre 

otras y de esta manera los más jóvenes puedan disfrutar de su derecho al uso de las redes 

sociales y a su vez, navegar de forma segura. 

 

                                                           
35 GIL ANTON, A.: ¿Privacidad del Menor en Internet?, op. cit, pág. 109 y ss.  
36 MURILLO DE LA CUEVA, P.: “Observaciones sobre la privacidad del menor ante las nuevas 

tecnologías instrumentos jurídicos y competencia judicial” de la obra coordinada por PIÑAR MAÑAS J.L, 

Redes Sociales y Privacidad del menor, Madrid 2011. Págs. 109 y ss. 
37 MURILLO DE LA CUEVA, P.: “Observaciones sobre la privacidad del menor ante las nuevas 

tecnologías instrumentos jurídicos y competencia judicial”, op. cit. pág. 112 y ss. 
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4.4.- Instituciones jurídicas directamente relacionadas con el tratamiento de 

datos personales del menor y las Redes Sociales 

En el título X de la LOPD (GDD), se estipulan una serie de instituciones jurídicas 

de gran relevancia que son inherentes a los derechos digitales como, por ejemplo: El 

derecho al olvido, el derecho a la rectificación digital, el derecho a la educación digital. 

1.- El Derecho al Olvido: 

La primera referencia que tenemos del derecho al olvido fue a través de la 

Sentencia Supranacional Nº C-131/2012, TJUE, 13-05-2014, que reconoció por primera 

vez el citado derecho. Posteriormente, fue incorporado al RGPD – artículo 17-. El derecho 

al olvido consiste en el derecho que tienen los ciudadanos a solicitar y obtener de los 

responsables, que los datos sean suprimidos, cuando entre otros casos, ya no persiste la 

finalidad para la fueron recogidos, cuando se haya retirado el consentimiento o cuando 

haya sido obtenido de forma ilícita.38 

A su vez, el derecho al olvido conforme a la LOPD (GDD), viene regulado desde 

una doble vertiente de aplicación. En primer lugar, el artículo 93 de la citada ley regula 

el derecho al olvido en la búsqueda en internet, es decir, que toda persona tiene derecho 

a que se eliminen del listado de los motores de búsqueda sus datos personales cuando 

fuera inadecuados, inexistentes o no pertinentes o ya hubiera trascurrido tiempo desde 

que se recabaron y desde la finalidad para la que se hicieron, siendo este derecho al olvido 

aplicable incluso cuando los datos sean lícitos.  

La segunda vertiente de aplicación –artículo 94- versa sobre el derecho al olvido 

en las Redes Sociales. Es el derecho que le corresponde a toda persona a que sus datos 

sean eliminados de estas plataformas, aunque hubiesen sido facilitados por ellos mismos. 

También, se aplica a los casos en los que hayan sido facilitados por terceros siempre que 

sean incorrectos, inadecuados, inexactos y no pertinentes o hubieran devenido como tales 

con el trascurso del tiempo. Ahora bien, cuando el derecho sea ejercitado por el titular de 

los datos y cuando fueron facilitados, tanto por el mismo como por terceros era este menor 

de edad, el prestador del servicio deberá suprimir los mismos sin mayor dilación y sin 

necesidad de que se produzcan las mencionadas circunstancias.  

                                                           
38 ZAPATA, A.: El derecho al olvido y su regulación en el Reglamento General a la Protección de Datos, 

Revista Iberley, 2018.  
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Finalmente, el derecho al olvido constituye una fuerte garantía para los ciudadanos 

de que pueden disponer de la publicidad de sus datos, evitando intromisiones ilegítimas 

y eliminando todo rastro de su persona de las plataformas digitales. Al hablar de los 

menores, este marco de protección es aún mayor, ya que no es necesario que concurran 

los requisitos legalmente establecidos, tales como: que sean inexactos, incorrectos, 

inadecuados o impertinentes, sino que simplemente al ejercitar el derecho al olvido los 

encargados de estos servicios digitales deben eliminar sin dilación alguna todos aquellos 

datos pertinentemente solicitados por sus titulares o responsables de los menores. 

2.- Derecho a la rectificación en internet:  

Artículo 16 RGPD: 

 “El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable 

del tratamiento la rectificación de los datos personales inexactos que le conciernan. 

Teniendo en cuenta los fines del tratamiento, el interesado tendrá derecho a que se 

completen los datos personales que sean incompletos, inclusive mediante una 

declaración adicional.” 

Por su parte, la LOPD (GDD) en el artículo 85, recoge no solo el reconocimiento 

de lo estipulado en el artículo 16 del RGPD, sino que además incluye el derecho de 

rectificación en internet.  

En el citado derecho establece que los Responsables de las Redes Sociales deben 

dsr la posibilidad del derecho de rectificación ante los usuarios que difundan contenido 

que atenten contra el derecho al honor, la intimidad personal y familiar en internet y la 

protección a la juventud y a la infancia.  

En concreto, todas las personas tienen derecho a la rectificación de sus datos o 

información difundida por cualquier medio de comunicación, cuando los datos sean 

inexactos y su divulgación le cause perjuicio. Ahora bien, la regulación contenida en la 

LOPD (GDD), establece que los responsables de estos medios electrónicos deben 

incorporar los protocolos necesarios para garantizar el ejercicio del derecho a la 

rectificación.  
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3.- El Derecho a la educación digital:  

Nos encontramos ante un derecho que viene recogido en el artículo 83 de la LOPD 

(GDD) y establece que el sistema educativo debe garantizar la plena inserción del 

alumnado en la sociedad digital y asegurar su aprendizaje, siempre respetando el uso de 

los medios digitales de forma segura y respetuosa con la dignidad humana y con respeto 

a los Derechos Fundamentales al honor, intimidad personal y familiar y la propia imagen.  

Atendiendo al presente derecho, cabe entender que la educación es un instrumento 

necesario para enseñar a los más jóvenes el uso correcto de las nuevas tecnologías y así, 

garantizar que los mismos utilicen estos mecanismos que gozan de gran utilidad para su 

desarrollo personal y académico, sin poner en peligro su integridad personal ni la de los 

demás. BURBULES NICHOLAS entiende que “las formas radicalmente nuevas en que 

las personas interactúan con las tecnologías en el presente también proporcionan una 

valiosa oportunidad para que los docentes reformulen su trabajo y función”39. Es decir, 

los profesores deberán adaptarse a la Sociedad de la Información para poder infligir una 

educación que sea apropiada y útil a la era digital. 

 

4.- Régimen Sancionador del incumplimiento de los requisitos legales de la 

tramitación de los datos de los menores de edad: 

En concreto, entre las garantías jurídicas establecidas por nuestro legislador se 

encuentra la regulación de un régimen sancionador especialmente aplicable al 

incumplimiento de recabar la edad a la hora de prestar consentimiento como una 

infracción grave de la ley de protección de datos. En concreto, viene recogido en el 

artículo 73 apartado a) y b) de la citada ley.  

A su vez, el régimen sancionador establece una serie de estipulaciones. En 

concreto, determina que las multas administrativas se impondrán teniendo en cuenta una 

serie de criterios de graduación establecidos en el artículo 83.2 k) del RGPD. Es por ello, 

que se tendrá en cuenta la afectación de los derechos de los menores, pues así lo establece 

el artículo 76.2 f) de nuestra Ley de Protección de Datos.  

                                                           
39 BURBULES NICHOLAS, C.: “El aprendizaje ubicuo y el futuro de la enseñanza”, Encuentros 

educación. Vol. 13.2012. 
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En definitiva, tanto desde el ámbito europeo como estatal se ha desarrollado una 

regulación en materia de protección de datos que ha hecho especificaciones respecto al 

tratamiento de datos de los menores en el uso de las nuevas tecnologías y las Redes 

Sociales. 
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CONCLUSIONES: 

 PRIMERA. - A través del estudio aquí expuesto podemos comprobar que la 

generalidad de autores, considera que la protección de datos es la facultad que le 

corresponde a sus todos los ciudadanos de poder ejercer un control sobre la información 

y datos que exista de ellos y de esta manera se evitan posibles actuaciones ilegítimas en 

contra de su integridad personal, poniendo límites respecto al uso de sus datos y pudiendo 

determinar si ostentan o no un carácter público.  

La especial necesidad de proteger los datos, surge con motivo de la evolución de 

la Sociedad de la Información, esta trajo consigo la creación de un nuevo ámbito 

necesitado de regulación. Ya que hasta entonces no existían esta clase de riesgos en contra 

de la privacidad e intimidad de las personas.  

Uno de los mayores peligros existentes, consiste en la unificación por parte de 

terceros de toda la información contenida de una persona en las diferentes bases de datos 

existentes, pudiendo llegar a tener un conocimiento exhaustivo de las áreas más privadas 

de su vida como, por ejemplo: orientación religiosa, sexual, política, entre otras. Dando 

lugar a la intromisión de los aspectos más íntimos de una persona. Por este motivo, fue 

necesario regular esta institución como un Derecho Fundamental, dotándole de la más 

alta protección de nuestro ordenamiento jurídico, así como, la necesidad de separarlo de 

los Derechos Fundamentales al honor, intimidad y propia imagen, pues nos encontramos 

con un derecho con identidad propia y que otorga a las personas la posibilidad de limitar 

personalmente el uso y el tratamiento de sus datos. Aunque este último extremo, sea 

difícil de hacer efectivo cuando los mismos se encuentran en redes que no estén cerradas 

SEGUNDO. - Llevando a cabo un estudio exhaustivo de la evolución del Derecho 

Fundamental a la Protección de Datos – 18.4 CE (STC 292-2000)- desde la perspectiva 

europea y nacional, el mismo ha sufrido diversas modificaciones en un marco temporal 

relativamente corto. Esto es debido, a que la materia que trata se ve afectada por una 

constante evolución y un gran impacto en la sociedad. En consecuencia, las diferentes 

regulaciones han intentado establecer un marco normativo adecuado y que sirviera como 

garante de un apropiado tratamiento de los datos personales.  

Sin embargo, atendiendo a las modificaciones legislativas del citado derecho y a 

su vez, a la proliferación de las injerencias y de delitos informáticos, queda reflejado que 
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los textos normativos sobre protección de datos, han ido por detrás de la creciente 

evolución de la Sociedad de la Información, y, en consecuencia, de las necesidades 

sociales.  

Por último, cabe añadir que ante las modificaciones introducidas por el RGPD y 

la nueva LOPJ (GDD), dada su reciente incorporación a nuestro ordenamiento jurídico, 

debemos esperar un tiempo prudencial hasta obtener resultados de su aplicación, todo 

ello, con la finalidad de opinar acerca de su adecuación o no con la realidad social y su 

valía respecto a la correcta protección del Derecho Fundamental a la Protección de Datos.  

TERCERO. – En relación con los menores de edad y el uso de las Redes Sociales, 

hay que establecer que la utilización de estas plataformas es un derecho de todos los 

ciudadanos, no siendo la excepción los menores, ya que como he reflejado a lo largo del 

presente estudio, los jóvenes han nacido en una sociedad en la que constituye una de las 

formas principales de comunicación, así como, de interactuar y relacionarnos. 

Ahora bien, aunque sea un derecho reconocido a los menores, el uso de las Redes 

Sociales trae consigo una serie de efectos tanto positivos como negativos. Centrándonos, 

en los aspectos negativos, los más jóvenes pueden ser objeto de una multiplicidad de 

injerencias que vulneren los derechos que son propios de su personalidad.  Sin embargo, 

ello no es razón suficiente para limitarles de forma desproporcionada estos servicios, sino 

que por el contrario se deben poner en practica otras medias, tales como: Fomentar la 

educación en el uso de estos servicios, informar sobre el riesgo al que se exponen, la 

forma de llevar a cabo una navegación segura, entre otras.  

En consecuencia, atendiendo a las normas que resultan de aplicación sobre la edad 

para acceder a este tipo de servicios, nos encontramos ante una doble regulación. El 

RGPD establece como requisito tener 16 años, dándole la opción a los estados parte de 

designar otra e imponiendo como límite los 13 años.  A su vez, la LOPD (GDD) recoge 

que la edad para prestar un consentimiento válido es partir de los 14 años. En mi opinión, 

la regulación recogida por la LOPD se adapta más a la realidad social y sus necesidades, 

debido a que limitar a un menor el uso de las Redes Sociales hasta los 16 años consiste 
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en excluirles de la realidad en la que viven y como bien argumenta GIL ANTÓN “no 

cabe poner puertas al campo”40  

Sin embargo, los peligros que asechan a los menores en el uso de las Redes 

Sociales, no deben caer en el olvido.  En consecuencia, se deberían hacer frente desde 

una triple perspectiva: En primer lugar, sancionar todas las conductas que vulnere el 

correcto tratamiento de los datos del menor, en segundo lugar, llevar a cabo un control 

adecuado y efectivo del cumplimiento de los requisitos legales para acceder a las Redes 

Sociales y en último lugar, formar a los jóvenes edad sobre cómo se debe hacer un uso 

correcto de los citados servicios. Para conseguir estos fines expuestos, es necesario ir más 

allá del cumplimiento de lo estrictamente regulado, debemos actuar conjuntamente tanto 

los responsables de dichas plataformas, como los padres, tutores, educadores y en ultima 

ratio toda la sociedad, para asegurar la protección de los más jóvenes en el uso de las 

Redes sociales y garantizar así, el correcto desarrollo de su personalidad.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
40 GIL ANTÓN.: ¿Privacidad del menor en Internet?, op. cit. pág. 101 y ss.  
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